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Que en virtud del concepto emitido por el Departamento Administrativo de la 
Función Pública, número 20166000265301 del 23 de diciembre de 2016, mediante 
el cual precisó que “(...) será de competencia del Presidente de la República decidir 
si designa un empleado del orden nacional o territorial, pudiendo designar a un 
funcionario de carrera administrativa o de libre nombramiento y remoción que, en todo 
caso, se encuentre habilitado para realizar la actuación administrativa para la cual se 
nombra con carácter transitorio (...)”, se designará al doctor Albeiro David Espitaleta 
Lorduy, profesional especializado del Ministerio del Interior, como gobernadora ad 
hoc del departamento de Antioquia.

Que el artículo 209 de la Constitución Política preceptúa que la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento, 
entre otros principios, en los de moralidad e imparcialidad, este último garantizado 
también por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo en su artículo 3°.

Que con el fin de dar cumplimiento a los principios de moralidad, transparencia 
e imparcialidad, se procederá a designar gobernador ad hoc para el departamento de 
Antioquia.

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 66 de la Ley 4a de 1913, 
corresponde al presidente de la República nombrar funcionarios ad hoc en los casos 
en los cuales sea aceptado el impedimento o la recusación de un servidor en ejercicio 
de funciones administrativas que no tenga superior ni cabeza del sector, como medida 
excepcional, en atención a lo señalado por la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado el 6 de marzo de 2014, a través del radicado número 11001-03-06-
000-2014-00049-00 (2203).

Que en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Designación de gobernador ad hoc de Antioquia. Designar como 
gobernador ad hoc del departamento de Antioquia, al doctor Albeiro David Espitaleta 
Lorduy, identificado con la cédula de ciudadanía número 79.755.772, quien se 
desempeña en el cargo de profesional especializado código 2028, grado 23, ubicado 
en la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Interior, para asegurar y garantizar 
el normal desarrollo de los procesos de defensa judicial o el cumplimiento de los 
requerimientos judiciales que se adelanten por la suscripción del otrosí No. 2 del 
Contrato 2005-CO-20-335 del 22 de diciembre de 2005, celebrado entre la Secretaría 
de Infraestructura de ese ente territorial y el Consorcio Troncal de la Paz, cuyo objeto 
fue la”(...) construcción de un puente sobre el río Nechí para conectar el municipio de 
El Bagre con la Troncal de la Paz”, de conformidad con la parte motiva del presente 
decreto.

Artículo 2°. Posesión. El gobernador ad hoc designado en este acto deberá tomar 
posesión del cargo ante la instancia que corresponda, en los términos del artículo 110 
de la Ley 2200 de 2022.

Artículo 3°. Comunicación. Comunicar, a través de la Oficina Asesora Jurídica 
del Ministerio del Interior, el contenido del presente decreto al gobernador ad hoc 
designado en este acto, al gobernador titular del departamento de Antioquia y a la 
Procuraduría Regional de Antioquia.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 3 de agosto de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.

ministerio de relaciones exteriores

DecretoS

DECRETO NÚMERO 1490 DE 2022

(agosto 3)
por el cual se desvincula un funcionario en el servicio exterior.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confieren los numerales 2 del artículo 189 de la 
Constitución Política y de acuerdo con el Decreto 274 de 2000 y 1083 de 2015, y

CONSIDERANDO:
Que mediante Decreto número 1016 del 27 de agosto de 2021 se nombró al Doctor 

Santiago Agosta Maya, identificado con cédula de ciudadanía número 98.560.937 
de Envigado, en el cargo de Agregado Comercial, con categoría de Consejero en la 
Embajada de Colombia ante el Gobierno del Estado de Israel.

Que mediante comunicación de fecha 24 de junio de 2022, el Doctor Santiago 
Agosta Maya presentó renuncia al cargo de Agregado Comercial, con categoría de 
Consejero en la Embajada de Colombia ante el Gobierno del Estado de Israel.

Que en mérito de lo anterior,
DECRETA:

Artículo 1°. Desvincúlese, a partir de la fecha, al Doctor Santiago Agosta Maya, 
identificado con cédula de ciudadanía número 98560937 de Envigado, del cargo 
de AGREGADO COMERCIAL, con categoría de Consejero en la Embajada de 
Colombia ante el Gobierno del Estado de Israel.

Artículo 2°. Todas las erogaciones que ocasione el cumplimiento del presente 
Decreto se pagarán con cargo a los recursos del Patrimonio Autónomo INNPULSA 
COLOMBIA.

Artículo 3°. Comunicar, al Doctor Santiago Agosta Maya, el contenido del presente 
Decreto, a través de la Secretaría General del Patrimonio Autónomo INNPULSA 
COLOMBIA.

Artículo 4°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D.C., a 3 de agosto de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las funciones del despacho 

de la Ministra de Relaciones Exteriores,
Francisco Javier Echeverri Lara.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,
María Ximena Lombana Villalba.

ministerio de Hacienda  
y crédito Público

DecretoS

DECRETO NÚMERO 1458 DE 2022
(agosto 3)

por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 2° de la Ley 2112 de 2021 y se 
modifica el Decreto 2555 de 2010 en lo relacionado con el régimen de inversiones de 

las Sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones y de Cesantía.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las consagradas en los numerales 11 y 25 del artículo 189 
de la Constitución Política, el literal d) del artículo 31 y los literales h), m) y o) del 
numeral 1 del artículo 48 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el artículo 
100 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2° de la Ley 2112 de 2021, y el 
literal d) del artículo 14 del Decreto ley 656 de 1994.

CONSIDERANDO:
Que el artículo 2° de la Ley 2112 de 2021, que modifica el inciso segundo del 

artículo 100 de la Ley 100 de 1993, dispuso que un 3% de los recursos ·del régimen 
de ahorro individual con solidaridad, como mínimo, “(...) se deberán invertir en 
Fondos de Capital Privado y/o deuda privada, incluidos los fondos que invierten en 
Fondos de Capital Privado y/o deuda privada, conocidos como “fondos de fondos”, 
siempre y cuando estos recursos sean invertidos en empresas colombianas o proyectos 
productivos en Colombia a fin de fortalecer el emprendimiento y el escalamiento del 
tejido empresarial del país (... )”.

Que el parágrafo del artículo 100 de la Ley 100 de 1993, adicionado por el artículo 
2° de la Ley 2112 de 2021, estableció que para la realización de las inversiones 
que computan para el cumplimiento del porcentaje mínimo del 3% señalado en el 
considerando anterior, las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de 
cesantía deberán cumplir “(...) con los lineamientos fijados por la reglamentación que 
expedirá el Gobierno nacional y/o por las políticas de inversión de las administradoras, 
los cuales deberán tener en cuenta dentro de sus objetivos que la inversión de recursos 
se realice dentro de un marco de adecuada seguridad y que mejore las condiciones de 
riesgo y retorno de las cuentas individuales de los afiliados, entre otros”.

Que con sujeción a lo previsto en el inciso primero del artículo 100 de la Ley 
100 de 1993, las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía 
deberán invertir los recursos del sistema en condiciones que garanticen la seguridad, 
rentabilidad y liquidez de estos.

Que conforme a lo anterior se requieren establecer las reglas que deben cumplir 
las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía para la aplicación 
de la inversión mínima prevista en el inciso segundo del artículo 100 de la Ley 100 
de 1993, modificado por el artículo 2° de la Ley 2112 de 2021, para lo cual se tendrá 
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en cuenta el esquema de regulación por principios y criterios y de convergencia a 
estándares internacionales, adoptado en los últimos años por el Gobierno nacional 
para el sector financiero, y las recomendaciones y buenas prácticas internacionales 
en la materia.

Que el inciso segundo del artículo 100 de la Ley 100 de 1993 establece que 
no se considerarán para el cálculo del porcentaje mínimo de inversión “(... ) las 
inversiones a las empresas extractivas del sector minero energético y a las vinculadas 
económicamente a las administradoras del régimen de ahorro individual con 
solidaridad o pertenecientes a grupos empresariales o conglomerados financieros de 
estas instituciones, salvo que se trate de fondos de capital privado y/o deuda privada 
que destinen al menos dos terceras (2/3) partes de los aportes de sus inversionistas a 
proyectos de infraestructura, ya sea bajo el esquema de Asociaciones Público Privadas 
(APP) descrito en la Ley 1508 de 2012 y/o bajo las condiciones que determine el 
Gobierno nacional para las nuevas generaciones y proyectos de infraestructura (...)”.

Que para la aplicación de la anterior disposición se requiere precisar el alcance 
de los siguientes aspectos: a) de la expresión “empresas extractivas del sector minero 
energético”, para determinar el tipo de inversiones que hacen parte de las actividades 
de extracción de este sector, y b) los proyectos de infraestructura, desarrollados por 
entidades vinculadas económicamente a las administradoras del régimen de ahorro 
individual con solidaridad o pertenecientes a grupos empresariales o conglomerados 
financieros de estas instituciones, en que pueden invertir los Fondos de Capital y/o 
deuda privada con el fin de que computen en el porcentaje mínimo de inversión.

Que para esto último, se siguen tanto los lineamientos de la Ley 2112 de 2021 
como lo ya previsto en el régimen de inversiones de las sociedades administradoras 
de fondos de pensiones y de cesantía, particularmente en lo relacionado con las 
inversiones admisibles previstas en el subnumeral 1.10 del artículo 2.6.12.1.2. del 
Decreto 2555 de 2010, esto es, para los proyectos de infraestructura que se estructuren 
bajo un esquema diferente a las Asociaciones Público Privadas (APP) descrito en la 
Ley 1508 de 2012.

Que de otra parte, se requiere flexibilizar el límite de inversión indirecta en los 
activos ubicados en el exterior en que pueden invertir los Fondos Moderado y de 
Mayor Riesgo, y el Portafolio de Largo Plazo del Fondo de Cesantía, a través de 
Fondos de Capital Privado y/o deuda privada o esquemas de inversión, considerados 
como activos alternativos, de manera que, conforme las políticas de inversión que 
definan las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía para 
inversión en estos activos, se promuevan y faciliten estrategias de inversión en activos 
ubicados en Colombia a través de Fondos de Capital Privado y/o deuda privada tanto 
locales como del exterior.

Que las anteriores modificaciones recogen las recomendaciones de la Misión del 
Mercado de Capitales (2019), las cuales señalaron la necesidad de que la administración 
de los recursos del sistema se ajuste a los principios de persona prudente, lo cual 
implica dotar a las sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía 
de mayor autonomía en el manejo de los límites establecidos para los regímenes de 
inversión, teniendo en cuenta en todo caso los perfiles de riesgo y objetivos de los 
portafolios administrados.

Que dentro del trámite del proyecto de decreto se cumplió con las formalidades 
previstas en el numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 2011 y el Decreto 1081 de 
2015.

Que el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Proyección 
Normativa y Estudios de Regulación Financiera (URF) aprobó por unanimidad el 
contenido del presente Decreto, mediante Acta número 003 de 2022.

DECRETA
Artículo 1°. Adiciónese la referencia “Capítulo 1” a los artículos 2.6.12.1.1 a 

2.6.12.1.26 del Decreto 2555 de 2010, el cual quedará así:
“CAPÍTULO 1

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE EL RÉGIMEN DE INVERSIÓN 
DE LOS FONDOS DE PENSIONES OBLIGATORIAS Y CESANTÍA”

ARTÍCULO 2°. ADICIÓNESE EL CAPÍTULO 2 AL TÍTULO 12 DEL LIBRO 
6 DE LA PARTE 2 DEL DECRETO 2555 DE 2010, EL CUAL QUEDARÁ ASÍ:

“CAPÍTULO 2
CONDICIONES PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA INVERSIÓN 

MÍNIMA EN FONDOS DE CAPITAL PRIVADO Y/O DEUDA PRIVADA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 2° DE LA LEY 2112 DE 2021.

Artículo 2.6.12.2.1. Ámbito de aplicación. Para la aplicación de lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 100 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2° 
de la Ley 2112 de 2021, las sociedades administradoras de fondos de pensiones y 
de cesantía deberán cumplir las disposiciones del presente Capítulo, así como todas 
aquellas que, de conformidad con la normatividad vigente, les aplique para realizar 

inversiones con los recursos provenientes de los fondos de pensiones obligatorias en 
Fondos de Capital Privado y/o deuda privada.

Parágrafo. Los Fondos de Capital Privado y/o deuda privada a que se refiere 
el presente Capítulo incluyen los “fondos de fondos”, que inviertan en empresas 
colombianas o proyectos productivos en Colombia.

Artículo 2.6.12.2.2. Valor de la inversión. Las sociedades administradoras de 
fondos de pensiones y de cesantía deberán invertir como mínimo el 3% de la base de 
cálculo establecida en el inciso segundo del presente artículo, en Fondos de Capital 
Privado y/o deuda privada que inviertan en empresas colombianas o proyectos 
productivos en Colombia. Para el efecto, computarán las inversiones que correspondan 
a activos, cuya actividad económica principal se desarrolle en Colombia, y siempre 
que se cumpla con lo previsto en los artículos 2.6.12.2.3 y 2.6.12.2.4 del presente 
Decreto. En todo caso, se deberán respetar los límites globales de inversión previstos 
para cada tipo de fondo.

Para establecer la base de cálculo del valor de la inversión que deben realizar las 
sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía, se tomará el valor 
resultante de la suma de los recursos del Fondo Moderado, el Fondo de Mayor Riesgo 
y el Fondo de Retiro Programado administrados por una misma sociedad.

No se considerarán para el cálculo del porcentaje previsto en el inciso primero del 
presente artículo, las inversiones que los Fondos de Capital Privado y/o deuda privada 
realicen en empresas extractivas del sector minero energético, así como en entidades 
vinculadas económicamente a la respectiva sociedad administradora de fondos de 
pensiones y de cesantía, o aquellas que pertenezcan al mismo grupo empresarial o 
conglomerado financiero de la sociedad, salvo que se trate de inversiones en Fondos 
de Capital Privado y/o deuda privada que destinen al menos dos terceras (2/3) partes 
de los aportes de sus inversionistas a proyectos de infraestructura, tanto aquellos que 
sean estructurados bajo el esquema de Asociaciones Público Privadas (APP) descrito 
en la Ley 1508 de 2012, así como los proyectos de infraestructura de que trata el 
inciso segundo del artículo 100 de la Ley 100 de 1993 que se estructuren bajo un 
esquema diferente, previstos por el Gobierno nacional, y que cumplan las condiciones 
previstas en el numeral 1.10 del artículo 2.6.12.1.2. del presente decreto.

Para efectos del presente artículo, se entenderá por empresa extractiva del 
sector minero energético cualquier actividad económicamente organizada que tenga 
como actividad primaria la exploración, explotación y/o producción de minerales 
e hidrocarburos. Para estos efectos se entenderá como actividad primaria aquella 
en virtud de la cual provienen por lo menos el 50% de los ingresos de la empresa 
extractiva.

Parágrafo 1°. Para el cómputo de los compromisos que hagan parte de la inversión 
mínima de que trata el inciso primero del presente artículo, se seguirán los siguientes 
criterios:

i. A partir del compromiso inicial que realice la sociedad administradora de 
fondos de pensiones y de cesantía en cada Fondo de Capital Privado y/o deuda privada, 
y dentro de los tres (3) años siguientes, el porcentaje máximo con el que computarán 
los compromisos no podrá ser mayor al 60% del valor total de compromisos realizados 
en cada uno de los Fondos de Capital Privado y/o deuda privada.

ii. En adelante y hasta dentro de los siete (7) años siguientes al compromiso 
inicial, el porcentaje máximo se reducirá gradualmente, de acuerdo con la senda 
que defina la sociedad administradora de fondos de pensiones y de cesantía para el 
respectivo Fondo de Capital Privado y/o deuda privada.

iii. A partir de los siete (7) años siguientes al compromiso inicial, los 
compromisos no harán parte del cómputo, salvo que la Superintendencia Financiera 
de Colombia lo autorice, previa solicitud de la respectiva sociedad administradora de 
fondos de pensiones y de cesantía, la cual contendrá las justificaciones técnicas y una 
senda decreciente del cómputo de compromisos para el respectivo Fondo de Capital 
Privado y/o deuda privada.

Parágrafo 2°. En caso que las inversiones en Fondos de Capital Privado y/o 
deuda privada de que trata el presente artículo se encuentren por debajo del mínimo 
de inversión del 3% de la base de inversión, debido a una insuficiente oferta 
de mercado que cumpla con los requisitos de que trata el presente Capítulo, las 
sociedades administradoras de fondos de pensiones y de cesantía deberán presentar 
a la Superintendencia Financiera de Colombia un análisis técnico que soporte la 
decisión de inversión o no inversión en Fondos de Capital Privado y/o deuda privada, 
así como la debida diligencia y gestión en la búsqueda de oportunidades de inversión, 
acompañado de una estrategia que posibilite alcanzar dicho porcentaje mínimo 
de inversión bajo las condiciones previstas en el presente Capítulo. El Comité de 
inversiones y/o de riesgos de la respectiva sociedad administradora de fondos de 
pensiones y de cesantía deberá establecer las condiciones y el contenido mínimo del 
documento que contenga el análisis técnico y la estrategia de que trata el presente 
parágrafo.
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Artículo 2.6.12.2.3. Profesionalidad. Las sociedades administradoras de 
fondos de pensiones y de cesantía deberán establecer en sus Políticas de Inversión 
las condiciones para la inversión en Fondos de Capital Privado y/o deuda privada, 
incluidas aquellas exigibles al gestor del Fondo de Capital Privado y/o deuda privada, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.6.13.1.9 de este Decreto.

Artículo 2.6.12.2.4. Condiciones de la política de inversión. Sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 2.6.13.1.1 del presente Decreto, para la inversión en Fondos de 
Capital Privado y/o deuda privada de que trata el presente Capítulo, cada sociedad 
administradora de fondos de pensiones y de cesantía deberá establecer en su Política 
de Inversión las condiciones que les aplicarán, considerando como mínimo y sin 
limitarse, a los siguientes aspectos:

1. Aspectos aplicables al gestor profesional:
1.1. Solidez patrimonial.
1.2. Trayectoria profesional.
1.3. Capacidad operativa y organizacional.
1.4. Prácticas internas de gobierno corporativo.
1.5. Reglas de gobernanza para la identificación y gestión de los riesgos de 

administración e inversión, incluidas las prácticas ambientales, sociales y de gobierno 
corporativo (ASG) y climáticos.

1.6. Divulgación y reportes de información.
2. Aspectos aplicables al Fondo de Capital Privado y/o deuda privada:
2.1. Prácticas internas de gobierno corporativo.
2.2. Reglas de gobernanza para la identificación y gestión de los riesgos de 

administración e inversión, incluidas las prácticas ambientales, sociales y de gobierno 
corporativo (ASG) y climáticos.

Parágrafo. Las operaciones o estrategias de inversión deberán ser evaluadas en 
forma conjunta para todo el portafolio de inversiones, respetando lo determinado en 
la Asignación Estratégica de Activos, y no respecto de una operación en particular o la 
inversión efectuada en cierto Fondo de Capital Privado y/o deuda privada.

Artículo 3°. Régimen de transición. Las sociedades administradoras de fondos de 
pensiones y de cesantía tendrán hasta nueve (9) meses, contados a partir de la fecha 
de publicación del presente Decreto para realizar las modificaciones a sus políticas 
de inversión, procedimientos internos, reportes de información y demás instrumentos 
que requieran ajustes de acuerdo con las disposiciones previstas en este Decreto.

Artículo 4°. Vigencias y derogatorias. El presente Decreto rige a partir de su 
publicación, sin perjuicio del régimen de transición previsto en el artículo 3, adiciona 
la referencia “Capítulo 1” a los artículos 2.6.12.1.1 a 2.6.12.1.26, adiciona el Capítulo 
2 al Título 12 del Libro 6 de la Parte 2, y deroga el numeral 9 del artículo 2.6.12.1.6, 
el numeral 9 del artículo 2.6.12.1.7 y el numeral 9 del artículo 2.6.12.1.8 del Decreto 
2555 de 2010.

Publíquese y cúmplase
Dado en Bogotá D. C., a 3 de agosto de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.

DECRETO NÚMERO 1459 DE 2022

(agosto 3)
por medio del cual se modifica el Decreto 2555 de 2010 en lo relacionado con 
el leasing, el crédito de bajo monto, el contrato de uso de red y se dictan otras 

disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 11 y 25 del 
artículo 189 de la Constitución Política, los literales f) y r) del numeral 1 del artículo 
48 y el artículo 93 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, los artículos 5° y 6° 
de la Ley 389 de 1997, y

CONSIDERANDO:
Que uno de los objetivos estratégicos de la Política Pública para un Mayor 

Desarrollo del Sistema Financiero 2020-2025 es el fomento de la inclusión financiera, 
el cual hace énfasis en la promoción del acceso de personas y empresas a diversos 
tipos de oportunidades de financiación y ahorro, así como, al cubrimiento de riesgos 
contra eventos inesperados.

Que las operaciones de leasing tienen potencial para facilitar el acceso a activos 
productivos en todos los sectores de la economía, lo cual resulta especialmente 
relevante para las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas del país, por lo cual es 
necesario promover el uso de estas operaciones realizando ajustes normativos que 

permitan atender las necesidades de los empresarios en el contexto dinámico y digital 
actual.

Que los contratos de uso de red han sido uno de los mecanismos que han contribuido 
a facilitar el acceso y uso de servicios financieros, por lo cual es pertinente continuar 
realizando ajustes normativos que permitan llegar con mayor oportunidad a diversos 
segmentos de la población con más y mejores productos financieros para satisfacer 
necesidades transaccionales, de ahorro, crédito, inversión y seguros.

Que con el fin de eliminar arbitrajes regulatorios es pertinente unificar las 
disposiciones normativas que regulan la prestación de los diferentes servicios 
financieros a través del uso de red de las entidades vigiladas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia.

Que dentro del trámite del proyecto de decreto, se cumplió con las formalidades 
del numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 2011 y del artículo 2.1.2.1.14. del 
Decreto 1081 de 2015.

Que el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial Unidad de 
Proyección Normativa y Estudios de Regulación Financiera (URF) aprobó el 
contenido del presente Decreto, mediante Acta número 004 del 27 de abril de 2022.

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el parágrafo del artículo 2.1.15.1.2. del Decreto 2555 de 

2010, el cual quedará así:
“Parágrafo. Los recursos provenientes de programas de ayuda y/o subsidios 

otorgados por el Estado colombiano, los desembolsos de créditos de bajo monto 
otorgados por entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia 
y/o los recursos provenientes del pago del seguro de depósito que realice el Fondo de 
Garantías de Instituciones Financieras, no se tendrán en cuenta para el cálculo de los 
límites establecidos en los literales a) y b) del presente artículo.”

Artículo 2°. Modifíquense los incisos primero y segundo del artículo 2.1.16.1.1. 
del Decreto 2555 de 2010, los cuales quedarán así:

“Artículo 2.1.16.1.1. Definición. El crédito de consumo de bajo monto es una 
operación activa de crédito realizada con personas naturales, cuyo monto o cupo 
máximo es hasta de ciento seis (106) Unidades de Valor Tributario (UVT). Este tipo 
de créditos serán de apertura simplificada y no requerirán, para su apertura y trámite, 
de la presencia física del consumidor financiero.

La Superintendencia Financiera de Colombia podrá ampliar, de manera general, 
dicho monto o cupo máximo hasta doscientas once (211) Unidades de Valor Tributario 
(UVT).”

Artículo 3°. Adiciónese un parágrafo al artículo 2.28.2.1.1. del Decreto 2555 de 
2010, el cual quedará así:

“Parágrafo. El arrendamiento financiero o leasing financiero podrá realizarse 
sobre bienes tangibles o intangibles.”

Artículo 4°. Modifíquese el literal c) del artículo 2.28.2.1.2. del Decreto 2555 de 
2010, el cual quedará así:

“c) En el contrato de lease back o retroarriendo el valor de compra del bien objeto 
del contrato deberá ser pagado de contado.”

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 2.31.2.2.2 del Decreto 2555 de 2010, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.31.2.2.2. Ramos de seguros. Dentro de los ramos autorizados a la 
actividad aseguradora, las pólizas que cumplan con los requisitos establecidos en el 
artículo 2.31.2.2.1 del presente Decreto se consideran idóneas para ser comercializadas 
mediante la red de los establecimientos de crédito.

Se entienden autorizadas todas aquellas operaciones de recaudo, recepción, 
pago, transferencia, entrega de dinero. Adicionalmente, la entrega y recepción de 
solicitudes, documentos, informes, boletines, certificados y en general toda aquella 
información relacionada con los seguros comercializados a través del uso de red y de 
corresponsales.

Parágrafo 1°. Con sujeción a lo previsto en el artículo 6° de la Ley 389 de 
1997, en la realización del contrato de seguro, adquirido a través de la red de los 
establecimientos de crédito, no se podrán exigir condiciones previas para el inicio del 
amparo de la póliza o para su subsistencia, según el caso, distintas de los principales 
elementos considerados para asumir los riesgos propios del amparo de la póliza. De 
la misma manera, las condiciones generales del contrato no podrán ser modificadas 
unilateralmente por la entidad aseguradora salvo que las modificaciones sean incluidas 
en beneficio del tomador o beneficiario de la póliza.

Las entidades aseguradoras no podrán hacer modificaciones en las condiciones 
de la póliza, sin antes haberlo notificado a cada cliente por los medios y/o canales 
usados habitualmente por la entidad y autorizados por el consumidor financiero, con 
antelación no inferior a cuarenta y cinco (45) días calendario al día en que se efectúe 
la modificación.
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